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RECURSO 30/2026 
RESOLUCIÓN 67/2026 
 
 
Resolución 67/2026, de 25 de marzo, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se desestima el 
recurso especial en materia de contratación n.º 30/2026, 
interpuesto por la Asociación Protectora de Animales y Medio 
Ambiente Scooby frente a los pliegos del contrato de servicios de 
recogida, captura, transporte y traslado de animales vagabundos o 
abandonados en el término municipal de Valladolid, con destino al 
Centro Municipal de Protección Animal, expediente SPSC-SE 
48/2025.  
 
 

I 
ANTECEDENTES 

 
Primero.- El 30 de diciembre de 2025 se publican en la Plataforma 

de Contratación del Sector Público los pliegos que han de regir la 
contratación de los servicios de recogida, captura, transporte y traslado de 
animales vagabundos o abandonados en el término municipal de Valladolid, 
con destino al Centro Municipal de Protección Animal, expediente SPSC-SE 
48/2025.  
 

Segundo.- El 29 de enero de 2026 se recibe en el Tribunal el recurso 
especial en materia de contratación interpuesto por D. yyy1, en 
representación de la Asociación Protectora de Animales y Medio Ambiente 
Scooby, frente al pliego de cláusulas administrativas particulares (PCAP) y 
al pliego de prescripciones técnicas (PPT) del contrato de referencia.  

 
El recurso se funda, en esencia, en la nulidad de los pliegos por 

infracción del artículo 100.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público (LCSP), por insuficiencia presupuestaria e 
imposibilidad matemática de cumplimiento; en la infracción del artículo 
102.3 de la LCSP por falta de precio cierto; y en el traslado de cargas legales 
de la Ley 7/2023, de 28 de marzo, de protección de los derechos y el 
bienestar de los animales, al licitador. 

 
 
 

mailto:tribunalcontratoscyl@cccyl.es


 

2 
Plaza de la Catedral, 5. 49001 ZAMORA. Tel.:980 55 98 00. tribunalcontratoscyl@cccyl.es 

 

El recurso consta presentado el 22 de enero de 2026 y fue remitido al 
Tribunal por el Ayuntamiento de Valladolid, junto con el expediente e informe 
al recurso del órgano de contratación de 29 de enero de 2026, acompañado 
de informe técnico de 26 de enero. El órgano de contratación interesa la 
inadmisión del recurso por extemporáneo y por falta de legitimación de la 
recurrente, por no haber presentado oferta en la licitación y, en todo caso, 
la desestimación del recurso. No constan en el expediente remitido datos 
estadísticos oficiales de recogida y avisos de los ejercicios 2023 a 2025, 
interesados en el recurso, a los efectos de cálculo de costes de kilometraje y 
desinfección. 

 
Tercero.- El 4 de febrero de 2026 el recurrente aporta documentación 

acreditativa de la representación y los estatutos de la asociación.  
 
Cuarto.- Por el Acuerdo 10/2026, de 18 de febrero, de este Tribunal, 

se estima la solicitud de suspensión del procedimiento de adjudicación del 
contrato contenida en el recurso.  

 
Quinto.- Trasladado el recurso a los licitadores, constan alegaciones 

de 9 de febrero de 2026, efectuadas por el licitador D. yyy2, que solicita su 
desestimación. 

 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en 
virtud de lo dispuesto en los artículos 46.1 de la LCSP y 59 de la Ley 1/2012, 
de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 

 
2º.- El recurso se ha interpuesto contra los pliegos de un contrato de 

servicios cuyo valor estimado (127.708,92 euros) es superior a 100.000 
euros, susceptible, por tanto, de recurso especial en materia de contratación, 
de conformidad con el artículo 44.1.a) y 2.a) de la LCSP. 

 
3º.- En cuanto a la legitimación, la asociación recurrente, de acuerdo 

con el artículo 2 de sus estatutos, tiene por objeto la protección, recogida y 
cuidado de los animales abandonados y no incurre en la causa de 
inadmisibilidad del artículo 50.1.b) in fine, según la cual “Con carácter general 
no se admitirá el recurso contra los pliegos y documentos contractuales que 
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hayan de regir una contratación si el recurrente, con carácter previo a su 
interposición, hubiera presentado oferta o solicitud de participación en la 
licitación correspondiente, sin perjuicio de lo previsto para los supuestos de 
nulidad de pleno derecho”. A su vez, el recurso se funda en una circunstancia 
-el cálculo insuficiente del presupuesto de licitación- que puede impedir la 
concurrencia a la licitación y fundamentar la legitimación del recurrente no 
licitador, ya que no resultaría admisible un recurso en materia de 
contratación basado en un mero interés en la legalidad abstracta del 
procedimiento de licitación, pues no cabe la acción popular en esta materia.  
 

Por su parte, la representación de la asociación está acreditada y el 
recurso se ha interpuesto en el plazo previsto en el artículo 50.1.b) de la 
LCSP.  

 
4º.- En cuanto al fondo del asunto, la solución de la presente 

controversia exige determinar si las previsiones de los pliegos que el recurso 
cuestiona se acomodan a la ley, a la que aquellas se subordinan. 
 

A este respecto, el artículo 100.2 de la LCSP dispone que “En el 
momento de elaborarlo, los órganos de contratación cuidarán de que el 
presupuesto base de licitación sea adecuado a los precios del mercado. A tal 
efecto, el presupuesto base de licitación se desglosará indicando en el pliego 
de cláusulas administrativas particulares o documento regulador de la 
licitación los costes directos e indirectos y otros eventuales gastos calculados 
para su determinación. En los contratos en que el coste de los salarios de las 
personas empleadas para su ejecución forme parte del precio total del 
contrato, el presupuesto base de licitación indicará de forma desglosada y 
con desagregación de género y categoría profesional los costes salariales 
estimados a partir del convenio laboral de referencia”. 

 
Por su parte, el artículo 101 de la LCSP, al referirse al valor estimado 

del contrato, señala en el apartado 2 que “En el cálculo del valor estimado 
deberán tenerse en cuenta, como mínimo, además de los costes derivados 
de la aplicación de las normativas laborales vigentes, otros costes que se 
deriven de la ejecución material de los servicios, los gastos generales de 
estructura y el beneficio industrial. (…). 

 
»En los contratos de servicios y de concesión de servicios en los 

que sea relevante la mano de obra, en la aplicación de la normativa laboral 
vigente a que se refiere el párrafo anterior se tendrán especialmente en 
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cuenta los costes laborales derivados de los convenios colectivos sectoriales 
de aplicación”. 

 
Por último, el artículo 102.3 de la LCSP indica que “Los órganos de 

contratación cuidarán de que el precio sea adecuado para el efectivo 
cumplimiento del contrato mediante la correcta estimación de su importe, 
atendiendo al precio general de mercado, en el momento de fijar el 
presupuesto base de licitación y la aplicación, en su caso, de las normas sobre 
ofertas con valores anormales o desproporcionados. 

 
»En aquellos servicios en los que el coste económico principal 

sean los costes laborales, deberán considerarse los términos económicos de 
los convenios colectivos sectoriales, nacionales, autonómicos y provinciales 
aplicables en el lugar de prestación de los servicios”. 
 

Sobre el cálculo y forma de valoración de los costes del contrato hay 
que considerar que, como ha sostenido reiteradamente este Tribunal (por 
todas, las resoluciones 150/2025, de 27 de agosto, o 59/2024, de 16 de 
mayo), “Es competencia del órgano de contratación, de acuerdo con los 
principios de estabilidad presupuestaria, control de gasto y eficiencia en la 
utilización de los fondos, la definición de las necesidades a satisfacer (artículo 
28 LCSP), el presupuesto y el precio del contrato siempre que sean 
conformes con su contenido y se respeten los criterios anteriormente 
señalados en relación con el precio de mercado o los costes -con especial 
consideración de los costes laborales tras la entrada en vigor de la LCSP-. 
Esto es, resulta misión del órgano de contratación la definición y 
determinación del objeto y de las prestaciones que deben conformar el 
contrato de acuerdo con las necesidades que se le planteen. (…). En relación 
con el precio a satisfacer, es doctrina consolidada de los Tribunales de 
contratación que se trata de una facultad sujeta al criterio técnico de los 
poderes adjudicadores. Subyace así el reconocimiento de una 
discrecionalidad técnica en la determinación de estos elementos del contrato, 
que sólo deben ceder en los casos en que se aprecie y acredite un error 
manifiesto”, “(…) por lo que corresponde a quien impugna dicha 
determinación la carga de probar que bajo las condiciones económicas 
propuestas no está garantizada la libre competencia o no cabe esperar una 
concurrencia adecuada, por lo que no está garantizada la viabilidad de la 
ejecución del contrato” (Resolución 59/2022, de 12 de mayo, de este 
Tribunal). 
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5º.- En primer lugar, se alega la nulidad de los pliegos por infracción 

del artículo 100.2 de la LCSP, por insuficiencia presupuestaria e imposibilidad 
matemática de cumplimiento. 

 
El recurso considera en este punto que el total de horas de servicio 

anuales para este contrato debieran ser 5.845 horas y que para cubrir este 
cuadrante legalmente se requieren 3,32 trabajadores, en un escenario de un 
único trabajador por turno, o 6,64 trabajadores, en un escenario de dos 
trabajadores simultáneos. Efectúa a continuación un cálculo de costes, tanto 
laborales como de transporte, a los que se deben sumar determinadas 
prestaciones obligatorias omitidas en el pliego que hacen inviable la oferta. 
Se refiere aquí a los costes de estructura, sanidad animal y cumplimiento 
normativo siguientes: Atención Veterinaria de Urgencia y Estabilización; el 
uso de Núcleo Zoológico y Estancia Nocturna; y de Gestión Administrativa y 
Documental, con costes estimados de 2.100,00 €/año, 1.900,00 €/año y 
1.500,00 €, respectivamente. 

 
Todo ello supone, a juicio del recurrente, que el presupuesto de 

licitación, sumando los gastos generales y el beneficio industrial, presente un 
déficit mínimo de 69.191,91 euros o de 93.815,35 euros, según los dos 
escenarios (SMI y convenio) que plantea el recurso. 

 
Del análisis de costes que realiza, el recurso concluye en este punto 

que “La insuficiencia es de tal magnitud que el presupuesto licitado 
representa apenas el 25,3% del coste real de ejecución. Resulta evidente 
que los Pliegos no tienen en cuenta ni de lejos la realidad económica de los 
servicios que exigen. El presupuesto licitado apenas cubriría un 37% de los 
costes directos mínimos de un servicio prestado ni siquiera en el supuesto 
más favorable para la administración. (…)”. 

 
Frente a ello, el informe al recurso del órgano de contratación de 29 

de enero de 2026 insta su desestimación porque, frente a lo que sostiene el 
recurrente, aclara “que el sector de actividad del objeto del contrato tiene el 
CNAE 49.41: Transporte de mercancías por carretera, dado que la prestación 
principal es la captura y traslado (logística), no la atención clínica veterinaria 
in situ, rigiéndose la actividad principal de los operarios 
(conductores/laceros) por el Convenio de Transporte y no por el Convenio 
de Veterinaria”. Se refiere igualmente a otro error “flagrante” del recurrente 
en el cálculo de los costes, que es la aplicación automática del 13% de gastos 
generales y 6% de beneficio industrial, que “El artículo 131 del RGLCAP aplica 
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supletoriamente en defecto de cálculo específico o en contratos de obras. Sin 
embargo, el artículo 100.2 de la Ley de Contratos del Sector Público de 2017 
exige que el precio sea adecuado a los de mercado y para garantizar esta 
adecuación al mercado real y actual, debe acudirse a la Base de Datos del 
Banco de España para el sector específico (CNAE H494 - Transporte). La 
Memoria detalla la fórmula matemática empleada, para los gastos generales 
de estructura calculados un 2,16% (basado en el ratio real de costes 
operativos del sector) y para el Beneficio Industrial un 8,84% (basado en el 
ratio R03 de resultado económico bruto del sector), porcentajes muy 
inferiores a los del recurso”.  

 
Pues bien, la memoria justificativa del contrato de 11 de diciembre de 

2025, que obra en el expediente, detalla los costes considerados para la 
fijación del presupuesto de licitación. Su apartado 4, “Presupuesto base de 
licitación y valor estimado del contrato”, señala al respecto que “La 
determinación del Presupuesto Base de Licitación (PBL) se fundamenta en la 
estimación de los costes reales necesarios para prestar el servicio de 
recogida, captura y traslado de animales vagabundos de manera eficiente y 
continua, tal como se especifica en el Pliego de Prescripciones Técnicas 
(PPT). 

 
»La estructura de costes se basa en la necesidad de contar con 

el personal y los medios técnicos adecuados. Se considera una dedicación 
del 43,33 % de la jornada completa de dos perfiles especializados 
(Conductor/a y Carretillero/a especialista), y se aplican los costes del 
Convenio Colectivo del sector de referencia (CNAE 49.41: Transporte de 
mercancías por carretera) (…).  

 
»A los costes laborales habrá que añadirle otros costes de 

explotación derivados, básicamente, del empleo de vehículos y maquinaria 
(se considera un período de amortización de 10 años), y posible atención 
veterinaria: (…). 

 
»Para el cálculo de los gastos generales de estructura y 

beneficio industrial se han tenido en consideración los índices que publica el 
Banco de España en su página web, (…). La ratio se ha obtenido de las 
empresas de sector CNAE·H494 `Transporte de mercancías por carretera y 
servicios de mudanza´, por incluir el transporte de animales vivos y 
considerar que es la clasificación que mejor se ajusta al objeto de este 
contrato. Dado el valor estimado del contrato se han recogido los datos de 
empresas con una cifra neta de negocios inferior a 2 millones de euros. 
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»Los ratios que se van a tener en consideración para hacer los 

cálculos correspondientes a los gastos generales de estructura y al beneficio 
industrial son los correspondientes al cuartil Q2 ya que se estima que la 
empresa está en la mediana del sector (por encima de ella están el 50% de 
las empresas del sector).  

 
»Ratios sectoriales de las sociedades no financieras (…). 
 
»Gastos generales de estructura 
 
»De acuerdo con la bibliografía consultada, para la 

determinación de los costes indirectos o gastos generales de estructura, se ha 
tenido en cuenta que el valor del presupuesto de explotación es el 100%, 
denominándose (a). 

 
»(a) = (b) + (c) + (d) 
 
»(a) = coste de explotación del servicio 
»(b) = costes directos 
»(c) = gastos generales de estructura 
»(d) = beneficio industrial 

 
»Gastos generales de estructura (c) = (a) - (b) - (d) = 100 – 

89,00 – 8,84 = 2,16 % 
 
»Beneficio Industrial. Para las empresas de este sector el 

beneficio industrial corresponde con el ratio R03, resultado económico 
bruto/cifra neta de negocios, y, como ya hemos comentado en el apartado 
anterior su valor es de 8,84 %. 

 
»Con estos valores ya calculados, los costes totales por cada 

año de prestación del servicio son los reflejados en la tabla siguiente: 
 
 

mailto:tribunalcontratoscyl@cccyl.es


 

8 
Plaza de la Catedral, 5. 49001 ZAMORA. Tel.:980 55 98 00. tribunalcontratoscyl@cccyl.es 

 

 
 
 
 

mailto:tribunalcontratoscyl@cccyl.es


 

9 
Plaza de la Catedral, 5. 49001 ZAMORA. Tel.:980 55 98 00. tribunalcontratoscyl@cccyl.es 

 

»Por lo tanto, el presupuesto base de licitación será de 38.631,34 
€/año x 2 años = 77.262,68 €. 

 
»El valor estimado del contrato será de 31.926,73 €/año x 4 años 

= 127.706,92 €”. 
 
Partiendo de estas previsiones de los pliegos, el informe técnico de 26 

de enero de 2026, adjunto al informe del órgano de contratación, ofrece una 
argumentación detallada sobre la adecuación del presupuesto de licitación, 
que se transcribe a los efectos de fundamento de la presente resolución: 

 
“1. Sobre la supuesta insuficiencia presupuestaria y cálculo de 

personal (motivo primero) 
 

»El recurrente alega que el contrato es de `cumplimiento 
imposible´ basándose en un cálculo de 5.845 horas de servicio anuales que 
requerirían, según su criterio, la contratación de 3,32 a 6,64 trabajadores a 
jornada completa, aplicando el Convenio de Veterinaria. 

 
»El recurrente parte de una premisa errónea al confundir 

disponibilidad del servicio´ (cobertura 24h) con `presencia física efectiva´ o 
`trabajo efectivo´. 
 

»• Naturaleza del Servicio (Transporte vs. Veterinaria): La 
Memoria Justificativa define claramente el sector de actividad como CNAE 
49.41: Transporte de mercancías por carretera, dado que la prestación 
principal es la captura y traslado (logística), no la atención clínica veterinaria 
in situ. Por tanto, la aplicación del Convenio de Veterinaria que pretende el 
recurrente no es la referencia adecuada para la actividad principal de los 
operarios (conductores/laceros), sino el convenio de transporte. 
 

»• Jornada y Dedicación Real: El Ayuntamiento ha estimado, 
basándose en la experiencia y necesidades reales, que para cubrir el servicio 
no se requiere personal presencial las 24 horas esperando un aviso, sino un 
sistema de disponibilidad/guardia. La Memoria calcula técnicamente que la 
carga de trabajo real (tiempo efectivo de recogida y traslado) equivale a un 
43,33% de la jornada de dos especialistas (Conductor y Carretillero). 

 
»• Error en el cálculo del recurrente: El recurrente asume que 

cubrir las noches y fines de semana implica pagar horas ordinarias presenciales 
de trabajo continuo (5.845 horas). Sin embargo, en este tipo de contratos de 
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emergencias, se retribuye la activación y el tiempo de trabajo efectivo, no la 
mera expectativa pasiva como hora trabajada al 100%. El presupuesto de 
licitación cubre los costes laborales de esa dedicación parcial estimada, que es 
suficiente para atender los avisos que estadísticamente se producen. 

 
»• Apoyo del Centro Municipal (CMPA) en fines de semana: El 

recurrente alega una carga desproporcionada en fines de semana. Sin 
embargo, omite (o desconoce) el funcionamiento real del servicio. El Centro 
Municipal de Protección Animal (CMPA) cuenta con personal propio y servicio 
activo los sábados en horario de 07:30 a 14:30 horas (salvo meses estivales y 
periodos concretos). Esto implica que, durante gran parte del fin de semana, 
es el propio servicio municipal quien realiza las recogidas, atención y custodio 
de los animales, eliminando la necesidad de recogida, custodia temporal y 
manutención en sus propias instalaciones durante esa franja. Este hecho 
reduce drásticamente los costes de `estancia´ que el recurrente infla en sus 
cálculos. 

 
»2. Sobre la supuesta omisión de costes (veterinaria, 

instalaciones y gestión) 
 
»El recurrente afirma que el Pliego omite costes de atención 

veterinaria de urgencia (€2.100), estancia nocturna (€1.900) y gestión 
administrativa (€1.500). 
 

»Esta afirmación es falsa y denota una lectura incompleta de la 
Memoria Económica por parte del recurrente: 

 
»• Atención Veterinaria: Contrario a lo que dice el recurso, la 

Memoria SÍ incluye explícitamente una partida para `Atención veterinaria´ 
dotada con 3.000,00 € anuales. Sorprendentemente, esta cantidad es superior 
a la que el propio recurrente estima necesaria (€2.100), lo que demuestra que 
el presupuesto no solo es suficiente, sino holgado en este concepto. 

 
»• Costes de Estructura y Gestión: Los costes de gestión 

administrativa y núcleo zoológico (estancia temporal) están cubiertos dentro 
de los Gastos Generales de Estructura. La Memoria aplica un porcentaje 
calculado rigurosamente sobre datos del Banco de España. Cabe recordar la 
obligatoriedad de los Núcleos Zoológicos de mantener un libro de registros de 
entradas y salidas, de acuerdo la Orden de 28 de julio de 1980 que regula los 
núcleos zoológicos, establecimientos de equitación y centros de animales de 
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compañía, estableciendo normas de higiene, sanidad y bienestar para estas 
instalaciones. 
 

»• Destino de los Animales: El objeto del contrato es el traslado 
al `Centro Municipal de Protección Animal´. El contratista actúa como 
transporte al centro municipal; por tanto, los costes de manutención y estancia 
prolongada recaen sobre el Centro Municipal, no sobre el transportista, salvo 
custodias puntuales inherentes a la logística del transporte que se entienden 
cubiertas en los gastos generales. 
 

»3. Sobre los porcentajes de gastos generales y beneficio 
industrial (art. 131 RGLCAP) 
 

»El recurrente exige la aplicación automática del 13% de Gastos 
Generales y 6% de Beneficio Industrial. 

 
»• El artículo 131 del RGLCAP aplica supletoriamente en defecto 

de cálculo específico o en contratos de obras. Sin embargo, el artículo 100.2 
de la LCSP exige que el precio sea adecuado a los de mercado. 

 
»• Para garantizar esta adecuación al mercado real y actual, el 

Ayuntamiento no ha usado porcentajes teóricos, sino datos empíricos oficiales 
del Banco de España para el sector específico (CNAE H494 -Transporte). 

 
»• La Memoria detalla la fórmula matemática empleada: 
 

»o Gastos Generales de estructura calculados: 2,16% 
(basado en el ratio real de costes operativos del sector). 

 
»o Beneficio Industrial: 8,84% (basado en el ratio R03 de 

resultado económico bruto del sector). 
 
»• Nótese que el beneficio industrial reconocido (8,84%) es 

superior al 6% que reclama el recurrente, lo que favorece la viabilidad 
económica del licitador. 

 
»• Frente a la pretensión del recurrente de aplicar porcentajes 

teóricos del 13% (GG) y 6% (BI) del RGLCAP, este Ayuntamiento ha cumplido 
con el Art. 100.2 de la LCSP, ajustando el precio a la realidad del mercado 
mediante los ratios oficiales del sector transporte (CNAE H494) publicados por 
el Banco de España: 
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»• La utilización de datos empíricos de la Central de Balances 
dota al presupuesto de una solidez técnica superior a cualquier estimación 
genérica, garantizando que el contrato no es de `cumplimiento imposible´”. 
 

Por su parte, el recurrente no ha aportado prueba suficiente que 
acredite la deficiente determinación del presupuesto de licitación. A la licitación 
han concurrido dos empresas, que no han manifestado objeción sobre la 
concreción del presupuesto de licitación. Antes, al contrario, en las alegaciones 
al recurso formuladas en el trámite de audiencia por el licitador D. yyy2, este 
afirma, en consonancia con lo expuesto, que “La recurrente no aporta un 
estudio económico riguroso ni datos objetivos que permitan concluir la 
inviabilidad del contrato, limitándose a afirmaciones genéricas que no 
desvirtúan la presunción de acierto del órgano de contratación”. Junto a ello, 
y en referencia a lo interesado en el segundo otrosí del recurso, el informe de 
fiscalización de datos básicos de la Intervención municipal es favorable, y no 
formula observaciones relativas a la insuficiencia presupuestaria. 

 
En definitiva, en atención a los informes incorporados al expediente a 

los que se ha hecho referencia, procede desestimar la presente alegación. 
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6º.- En segundo lugar, el recurrente se refiere a la infracción del 
artículo 102.3 de la LCSP por falta de precio cierto. 

 
Señala que “La fijación de un precio que obliga a pérdidas estructurales 

desde el inicio vulnera la doctrina del TARCCyL (Res. 159/2023)”. Considera 
que el PPT impone una carga adicional al exigir la disponibilidad de medios de 
reserva, cuando indica que “La empresa adjudicataria deberá disponer de 
personal y vehículos de reserva suficientes para garantizar la prestación del 
servicio ante cualquier avería o incidencia del personal adscrito, sin que ello 
suponga coste adicional para el Ayuntamiento” y que “Esta estructura latente 
debe ser objeto de valoración económica en el presupuesto base de licitación 
lo que aumenta la desproporción respecto de los 31.926,72 € con vulneración 
del principio de eficiencia (Art. 1 LCSP)”.  

 
De acuerdo con las previsiones de los pliegos, entre los requisitos que 

deben cumplir las empresas adjudicatarias, según la cláusula 2 del PPT, se 
encuentran, entre otros, los siguientes:  

 
“Personal Cualificado: Contar con un mínimo de dos personas por 

turno de servicio, que cuenten con los módulos general y de transportista del 
curso de formación de bienestar animal impartido con el organismo competente 
en agricultura y ganadería de la comunidad autónoma correspondiente. (…). 
 

»Medios Materiales y Logísticos: Disponer de, al menos, un 
vehículo que cuente con la autorización para el transporte de perros y gatos 
otorgado por el organismo competente en agricultura y ganadería de la 
comunidad autónoma correspondiente. Los vehículos deben cumplir con las 
normas de bioseguridad, higiene y desinfección en todo momento”. 

 
El apartado I del cuadro de características del contrato que incorpora el 

PCAP configura los requisitos citados como “Medios que se exigen adscribir a 
la ejecución del contrato (cláusula 30)”, exigiendo el correspondiente 
compromiso de adscripción. 

 
Por su parte, la cláusula 4 del PPT señala que “Será obligatorio: 

Disponer de personal de reserva y vehículos de sustitución para asegurar la 
continuidad del servicio ante cualquier eventualidad”. 

 
 A su vez, el apartado L.3 del mismo cuadro de características incluye 
entre los criterios no matemáticos la “Propuesta de Medios Materiales 
Adicionales. De 0 a 7,5 puntos. Propuestas de adscripción de equipos, 
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herramientas o vehículos de apoyo adicionales a los exigidos como mínimos 
en el PPT, como equipamiento de visión nocturna para avisos nocturnos, jaulas 
de tránsito especializadas, vehículos de reserva)”. 
 

Pues bien, el informe técnico al recurso señala que dichos costes no 
pueden calificarse como costes directos pero que se encuentran incorporados 
al concepto de gastos generales que integra el presupuesto de licitación. Indica 
en este sentido que “La exigencia de medios de reserva es una condición de 
solvencia técnica y garantía de continuidad del servicio público esencial, no un 
coste directo de explotación permanente. Las empresas de transporte (sector 
al que se adscribe el contrato) deben contar en su estructura con capacidad 
de sustitución ante averías o bajas. Este coste de disponibilidad estructural ya 
está prorrateado en los ratios de gastos generales del sector utilizados para el 
cálculo del precio. No implica duplicar la flota ni la plantilla adscrita al contrato, 
sino tener capacidad de reacción, algo inherente a la actividad profesional 
solicitada”. 

 
Una vez más, el recurrente no ha aportado prueba suficiente que 

acredite la deficiente determinación del presupuesto de licitación por este 
concepto, por lo que no cabe acoger esta alegación. 

 
7º.- Por último, el recurrente efectúa una alegación referida al traslado 

de cargas legales de la Ley 7/2023 al licitador, en el sentido de que “el 
Ayuntamiento pretende cubrir las obligaciones imperativas de la Ley 7/2023 
de protección de los derechos y el bienestar de los animales -que impone a las 
entidades locales responsabilidades estrictas en la recogida y atención de 
animales las 24 horas- mediante una licitación cuyo presupuesto es 
flagrantemente insuficiente para costear las prestaciones exigidas, que es nula 
de pleno derecho al trasladar al adjudicatario el déficit de la competencia 
municipal”.  

 
Esta alegación, por su generalidad, no puede ser acogida, y por el 

mismo fundamento que las anteriores, falta de acreditación de la insuficiencia 
del presupuesto, debe ser desestimada. 
 

En su virtud, al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 
y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 
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III 
RESUELVE 

 
Primero.- Desestimar el recurso especial en materia de contratación 

n.º 30/2026, interpuesto por la Asociación Protectora de Animales y Medio 
Ambiente Scooby frente a los pliegos del contrato de servicios de recogida, 
captura, transporte y traslado de animales vagabundos o abandonados en el 
término municipal de Valladolid, con destino al Centro Municipal de Protección 
Animal, expediente SPSC-SE 48/2025. 

 
Segundo.- Levantar la suspensión del procedimiento de adjudicación 

de acuerdo con el artículo 57.3 de la LCSP. 
 
Tercero.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 

procedimiento. 
 
De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 44.1 de la Ley 

29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), 
contra esta resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la 
interposición de recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, 
a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-
administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 
10.1.k de la LJCA). 
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